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En Logroño, a 9 de mayo de 2002, el Consejo Consultivo de La Rioja, reunido en 
su sede provisional, con asistencia de su Presidente, D. Joaquín Espert y Pérez-Caballero, 
de los Consejeros D.Antonio Fanlo Loras, D.Pedro de Pablo Contreras, Dª Mª del Bueyo 
Díez Jalón, D. José Mª Cid Monreal , así como del  Letrado-Secretario General, D. Ignacio 
Granado Hijelmo, actuando como ponente Dª Mª del Bueyo Díez Jalón, emite, por 
unanimidad, el siguiente    
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Correspondiente a la consulta formulada por el Excmo. Sr. Consejero de 
Educación, Cultura, Juventud y Deportes del Gobierno de La Rioja en relación con  el  
Proyecto de Decreto por el que se establece el currículo de Bachillerato

$17(&('(17(6�'(�+(&+2

$QWHFHGHQWHV�GHO�$VXQWR

3ULPHUR

La Consejería de Educación, Cultura, Juventud y Deportes del Gobierno de  La Rioja 
ha elaborado, a propuesta de la Dirección General de Ordenación Educativa y de 
Universidades, un Proyecto de Decreto por el que se establece el currículo de Bachillerato 
para el ámbito de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

6HJXQGR

El 9 de enero de 2001, la Dirección General de Ordenación Educativa y de 
Universidades  redactó el Anteproyecto de la citada disposición administrativa de carácter 
general (documento nº 1 del expediente, folios 1 a 107), iniciando así el procedimiento de 
elaboración de la disposición reglamentaria tendente a la regulación del currículo de 
Bachillerato para la Comunidad Autónoma de La Rioja.

7HUFHUR

El 22 de noviembre de 2001, fue informado por el Consejo Escolar de La Rioja, 
emitiendo al efecto los reparos oportunos  proponiendo, tanto una serie de precisiones 
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lingüísticas, como también ciertas mejoras técnicas; y así obra en  el expediente 
(documento nº 2) su Dictamen 1/01.

&XDUWR

El 29 de noviembre de 2001, por la Dirección General de Ordenación Educativa y 
Universidades se da respuesta a las observaciones emitidas por el Consejo Escolar de La 
Rioja, relacionando las aceptadas y las razones de las no admitidas (documento nº 3).

4XLQWR

El mismo día, 29 de noviembre, se emitió por el Centro Directivo la Memoria 
Justificativa del proyecto de norma a elaborar analizando su oportunidad y su conveniencia 
para establecer el currículo al que han de atenerse los centros que imparten el Bachillerato 
en el ámbito de gestión directa de la Consejería de Educación, Cultura, Juventud y 
Deportes, y en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de La Rioja (documento nº 
4).

Con idéntica fecha, el 29 de noviembre de 2001, se formuló la Memoria 
Económica por la referida Dirección General (documento nº 5).

6H[WR

El 9 de enero de 2002, por la Secretaría General Técnica de la Consejería de 
Educación, Cultura, Juventud y Deportes del Gobierno de La Rioja se propuso la 
tramitación de la norma reglamentaria indicada, ordenando su remisión a la Dirección 
General de los Servicios Jurídicos para la emisión del  preceptivo informe (documento nº 
6).

6pSWLPR

El 31 de enero de 2002,  se evacua el informe favorable de la Dirección General de 
los Servicios Jurídicos expresivo de la legalidad del proyecto sometido a consulta, tanto en 
los aspectos procedimentales de tramitación, como en las consideraciones sustantivas del 
texto (documento nº 7).

2FWDYR

El 14 de febrero de 2002, la Intervención General de la Consejería de Hacienda y 
Economía del Gobierno de La Rioja  introdujo ciertos reparos en lo concerniente a la 
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Memoria Económica del proyecto  pues, a su juicio, no ha quedado determinado el coste 
del nuevo currículo que se establece en relación con el anterior  ni cuantificado el aumento 
que supone añadir una hora más  en el Bachillerado, teniendo en cuenta la enseñanza 
pública y la concertada (documento nº 8).

1RYHQR

Con ocasión de tales reparos formulados por la Intervención General, la Dirección 
General de Ordenación Educativa y de Universidades de la Consejería de Educación, 
Cultura, Juventud y Deportes, con fecha de 26 de febrero de 2002,  redactó una nueva 
Memoria Económica especificando los costes previsibles y la forma de financiación 
asumida por el Gobierno de la Nación (documento nº 10).

'pFLPR

Sobre todas las consideraciones anteriores, el 22 de  marzo de 2002, el referido 
Centro Directivo de la Consejería de Educación, Cultura, Juventud y Deportes del 
Gobierno de La Rioja emitió Memoria  del proyecto de reglamento en tramitación, 
expresiva del  marco normativo, la oportunidad de la norma, el estudio económico del 
proyecto, las consultas formalizadas y la tabla de vigencias, y dio redacción final a la 
propuesta de Decreto por el que se establece el currículo de Bachillerato  en La Rioja, que 
ahora se eleva a consulta (documentos nº 12 y 14).

8QGpFLPR

Por Resolución del Excmo. Sr. Consejero de 28 de febrero de 2002 se somete a 
información pública el proyecto de Decreto, concediendo un plazo de veinte días para 
formular alegaciones y poniendo a disposición de los interesados el  contenido del texto 
(documento nº 13).

'XRGpFLPR

La Secretaría General Técnica de la Consejería de Educación, Cultura, Juventud y 
Deportes emite la Memoria final del Proyecto de Decreto por el que se aprueba el 
currículo de Bachillerato a propuesta de la Dirección General de Ordenación Educativa y 
de Universidades, significando los aspectos más importantes de la tramitación de la norma, 
el 15 de abril del presente (documento nº 16).

$QWHFHGHQWHV�GH�OD�FRQVXOWD
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3ULPHUR

Por escrito de 19 de abril de 2002, registrado de salida el 22 y  de entrada en este 
Consejo al día siguiente, el Excmo. Sr. Consejero de Educación, Cultura, Juventud y 
Deportes remite al Consejo Consultivo de La Rioja para dictamen el expediente tramitado 
sobre el asunto referido.

6HJXQGR

Mediante escrito de 23 de abril de 2002, registrado de salida el día 24, el Sr. 
Presidente del Consejo Consultivo de La Rioja  procedió, en nombre del mismo, a acusar 
recibo de la consulta, a declarar  provisionalmente la misma bien efectuada, así como a 
apreciar  la competencia del Consejo para evacuarla en forma de dictamen.

7HUFHUR

Designada ponente la Consejera señalada en el encabezamiento, la correspondiente 
ponencia quedó incluida,  para debate y votación, en el orden del día de la sesión del 
Consejo Consultivo convocada para la fecha allí mismo señalada.

)81'$0(1726�'(�'(5(&+2

3ULPHUR

1HFHVLGDG�GHO�'LFWDPHQ�GHO�&RQVHMR�&RQVXOWLYR�\�VX�iPELWR

De acuerdo con el artículo 11.c)  de la Ley 3/2001, de 31 de mayo, reguladora  del 
Consejo Consultivo,  es preceptivo al ser el Proyecto de Decreto que pretende aprobarse 
una norma que se dicta en desarrollo de la legislación básica del Estado "ex" artículo 
149.1.30ª C.E., esto es, la configuración de las normas básicas de desarrollo del artículo 27 
de la Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes 
públicos en esta materia. Igual carácter preceptivo establece el artículo 12.2.C) del 
Reglamento Orgánico y Funcional del Consejo Consultivo de La Rioja, aprobado por 
Decreto 8/2002, de 24 de enero, en cuanto a la exclusividad de nuestro dictamen, sin 
opción ahora de acudir al Consejo de Estado.

Esta preceptividad ha sido recordada por la Jurisprudencia en reiteradas ocasiones, 
especialmente cuando se trata de desarrollar reglamentariamente leyes estatales y sus 
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posteriores modificaciones.

En cuanto al ámbito de nuestro dictamen, según hemos manifestado en reiteradas 
ocasiones y teniendo en cuenta lo dispuesto en nuestra Ley reguladora, procede un MXLFLR�

GH� HVWDWXWRULHGDG�� examinando la adecuación del texto al Estatuto de Autonomía y, por 
extensión, al bloque de constitucionalidad definido en el artículo 28.1º de la Ley Orgánica 
2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, en el que se inserta, así como un 
MXLFLR�GH�OHJDOLGDG��esto es, sobre la adecuación de la norma reglamentaria proyectada a la 
Ley que le sirve de cobertura y del consiguiente respeto del SULQFLSLR� GH� MHUDUTXtD�

QRUPDWLYD�

6HJXQGR

&XPSOLPLHQWR�GH�ORV�WUiPLWHV�GHO�SURFHGLPLHQWR�GH�HODERUDFLyQ�GH�

GLVSRVLFLRQHV�GH�FDUiFWHU�JHQHUDO�

Este Consejo Consultivo  viene insistiendo con reiteración en la necesidad de 
cumplir, no sólo formal, sino sustantivamente, el procedimiento administrativo especial de 
elaboración de disposiciones generales que, tras su aprobación y publicación, pasan a 
integrarse en el ordenamiento jurídico. Ese procedimiento tiene por finalidad encauzar 
adecuadamente el ejercicio de una de las potestades más intensas de la Administración, la 
reglamentaria.

Examinemos, pues, si se han cumplido los trámites establecidos en los artículos 67 y 
68 de la Ley 3/1995, de 8 de marzo, del Gobierno y la Administración Pública de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, así como aquellos exigidos por otras disposiciones o 
por nuestra propia normativa reguladora.

���,QLFLDFLyQ.

El proyecto de Decreto, sometido a nuestra consulta, ha sido elaborado por el 
órgano competente, la Consejería de Educación, Cultura, Juventud y Deportes, a través de 
su órgano directivo la Dirección General de Ordenación Educativa y de Universidad,  "ex" 
artículo 3.4.3 del Decreto 20/2001, de 20 de abril, por el que se regula el ejercicio de 
competencias administrativas, en desarrollo de la Ley 3/1995, de 8 de marzo, de Régimen 
Jurídico del Gobierno y de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja.

���0HPRULD�MXVWLILFDWLYD.

Dispone literalmente el artículo 67.2 de la Ley 3/1995 que �WDOHV� SURSXHVWDV� ±de 
proyectos de Ley y disposiciones de carácter general –LUiQ�DFRPSDxDGDV�GH�XQD�PHPRULD�

TXH� GHEHUi� H[SUHVDU� SUHYLDPHQWH� HO� PDUFR� QRUPDWLYR� HQ� TXH� VH� LQVHUWD�� MXVWLILFDU� OD�
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RSRUWXQLGDG�\�DGHFXDFLyQ�GH�ODV�PHGLGDV�SURSXHVWDV�D�ORV�ILQHV�TXH�VH�SHUVLJXHQ�\�KDFHU�

UHIHUHQFLD�D�ODV�FRQVXOWDV�IDFXOWDWLYDV�HIHFWXDGDV�\�D�RWURV�GDWRV�GH�LQWHUpV�SDUD�FRQRFHU�

HO�SURFHVR�GH�HODERUDFLyQ�GH�OD�QRUPD��

Varias son las memorias justificativas, emitidas en momentos procedimentales 
distintos, que aparecen en el expediente, según ha quedado relacionado en los 
Antecedentes del Asunto Quinto, Décimo y Duodécimo. La primera, proponiendo la 
oportunidad de la norma en relación con la necesaria culminación del proceso de 
transferencias educativas  y teniendo en consideración el dictamen emitido por el Consejo 
Escolar de La Rioja;  y la segunda, tras la emisión de los preceptivos informes o 
dictámenes de la Dirección General de los Servicios Jurídicos y de la Intervención 
Delegada e inmediatamente antes de solicitar el dictamen de este Consejo Consultivo.

Estas dos Memorias fueron emitidas por el Centro Directivo que inició el expediente 
de elaboración de la disposición administrativa de carácter general, la Dirección General 
de Ordenación Educativa y de Universidades.

Reiteradamente hemos señalado en dictámenes anteriores que la Memoria 
Justificativa debiera elaborarse al final del procedimiento, de manera que su lectura 
ofrezca una visión global de todo el LWHU�procedimental y sustantivo seguido para elaborar 
la norma proyectada, dando cumplida cuenta de cada una de las exigencias establecidas en 
el artículo 67.2 de la Ley 3/1995, sin perjuicio de que exista ya en el momento inicial del 
procedimiento una memoria justificativa de la conveniencia u oportunidad de la norma.

A este último extremo responde la Memoria final que redacta la Secretaria General 
Técnica de la Consejería de Educación, Cultura, Juventud y Deportes del Gobierno de La 
Rioja y que se encuentra al final del expediente.

��(VWXGLR�HFRQyPLFR�

En el expediente elevado a consulta de este Órgano Consultivo existen dos 
memorias económicas distintas, surtiendo plenos efectos la segunda, esto es, la emitida 
tras los reparos observados por la Intervención General de la Consejería de Hacienda y 
Economía.

En la primera, ya se prevé que la entrada en vigor de la norma proyectada conlleva 
un incremento del gasto público para la Comunidad Autónoma de La Rioja; si bien, se 
limita a trazar una eventual financiación por parte del Gobierno de la Nación, sin 
cuantificar, aun globalmente, el coste que ha de suponer para las arcas autonómicas.

Por parte de la Intervención General, dicha Memoria no cumple los requisitos 
exigidos por el artículo 67.2 de la Ley 3/1995, pues "QR�TXHGD�GHWHUPLQDGR�FXiO�YD�D�VHU�
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HO�FRVWH�GHO�QXHYR�FXUUtFXOR�TXH�VH�HVWDEOHFH�HQ�UHODFLyQ�FRQ�HO�DQWHULRU��QL�FXDQWLILFDGR�HO�

DXPHQWR� TXH� VXSRQH� DxDGLU� XQD� KRUD� PiV� DO� %DFKLOOHUDWR�� WHQLHQGR� HQ� FXHQWD� OD�

HQVHxDQ]D�S~EOLFD�\�OD�FRQFHUWDGD�������� Se entiende que la segunda Memoria Económica, 
obrante como documento nº 10 del expediente, sustituye a la anterior y que en ella quedan 
corregidas y subsanadas las deficiencias denotadas por el informe de la Intervención.

���7DEOD�GH�GHURJDFLRQHV�\�YLJHQFLDV.

Contiene la última Memoria justificativa del Proyecto,  en su punto V, la tabla de 
vigencias de la norma, de tal forma que,  a su entrada en vigor y para el ámbito territorial 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja,  se procederá a la sustitución del régimen 
jurídico que sobre currículo de Bachillerato contiene el Real Decreto 1179/1992, de 2 de 
octubre.

���$XGLHQFLD�GH�ORV�LQWHUHVDGRV�

Dispone el artículo 68 de la Ley 3/1995 cuanto sigue:

����/RV�SUR\HFWRV�FRQ�FDUiFWHU�GH�GLVSRVLFLyQ�JHQHUDO��FXDQGR�OD�/H\�OR�GLVSRQJD��R�

DVt�OR�DFXHUGHQ�HO�&RQVHMR�GH�*RELHUQR�R�&RQVHMHUR�FRUUHVSRQGLHQWH��VH�VRPHWHUiQ�

D�LQIRUPDFLyQ�S~EOLFD�

��� (O� DQXQFLR� GH� H[SRVLFLyQ� VH� SXEOLFDUi� HQ� HO� ©%ROHWtQ� 2ILFLDO� GH� /D� 5LRMDª� H�

LQGLFDUi�HO�OXJDU�GH�H[KLELFLyQ�\�HO�SOD]R�TXH��HQ�QLQJ~Q�FDVR��SRGUi�VHU�LQIHULRU�D�

���GtDV�

���3RGUiQ�DFFHGHU�D�OD�LQIRUPDFLyQ�S~EOLFD�\�SUHVHQWDU�DOHJDFLRQHV�ORV�FLXGDGDQRV��

ODV� RUJDQL]DFLRQHV� \� DVRFLDFLRQHV� UHFRQRFLGDV� SRU� OD� /H\�� DVt� FRPR� ODV� GHPiV�

SHUVRQDV�MXUtGLFDV��S~EOLFDV�\�SULYDGDV��

Esta Ley autonómica, según el tenor literal de sus palabras, contiene el trámite de 
información publica; pero no, el de audiencia a los afectados por la norma, bien sea 
directamente o a través de sus organizaciones representativas.

Es doctrina sentada por este Consejo Consultivo la necesaria distinción entre el 
trámite de audiencia y el de información publica, como aclara el legislador estatal en la 
norma contenida en el artículo 24 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, 
tras afirmar que, "HODERUDGR� HO� WH[WR� GH� XQD� GLVSRVLFLyQ� TXH� DIHFWH� D� ORV� GHUHFKRV� H�

LQWHUHVHV�OHJtWLPRV�GH�ORV�FLXGDGDQRV��VH�OHV�GDUi�DXGLHQFLD�������GLUHFWDPHQWH�R�D�WUDYpV�

GH� ODV� RUJDQL]DFLRQHV� \� DVRFLDFLRQHV� UHFRQRFLGDV� SRU� OD� OH\� TXH� ORV� DJUXSHQ� R� ORV�

UHSUHVHQWHQ�\�FX\RV�ILQHV�JXDUGHQ�UHODFLyQ�GLUHFWD�FRQ�HO�REMHWR�GH�OD�GLVSRVLFLyQ���������y 
añade que, "DVLPLVPR�\�FXDQGR�OD�QDWXUDOH]D�GH�OD�GLVSRVLFLyQ�OR�DFRQVHMH��VHUi�VRPHWLGD�

D�LQIRUPDFLyQ�S~EOLFD��
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En el presente Proyecto de disposición reglamentaria que se informa,  la Consejería 
de Educación, Cultura, Juventud y Deportes ha cumplido el trámite de información pública  
y, aunque no ha ofrecido el de audiencia directa o, en su caso, corporativa, a los 
interesados -trámite éste que hemos exigido en varios de nuestros dictámenes- sin 
embargo, en este caso, podemos entenderlo suficientemente suplido por el informe que ha 
emitido el Consejo Escolar de La Rioja al amparo de lo previsto en el artículo 5 de la Ley 
3/1977, de 6 de mayo, habida cuenta de la amplia composición del mismo y de su 
configuración como órgano de participación social de los diversos sectores educativos.

����&DUiFWHU�FRPSOHWR�GHO�H[SHGLHQWH�

Debe señalarse, por último, que el art. 40.2.B) de nuestro Reglamento 
orgánico exige la remisión del expediente �FRPSOHWR�. En el presente caso, se ha cumplido 
adecuadamente con esta exigencia.

7HUFHUR

&RPSHWHQFLD�GH�OD�&RPXQLGDG�$XWyQRPD�SDUD�GLFWDU�OD�QRUPD�SUR\HFWDGD

Debemos comenzar señalando que el Estado, en virtud del artículo 149.1.30ª  de la 
Constitución, tiene competencia exclusiva para regular las "QRUPDV�EiVLFDV�GH�GHVDUUROOR�

GHO�DUWtFXOR����GH�OD�&RQVWLWXFLyQ��D��ILQ�GH�JDUDQWL]DU�HO�FXPSOLPLHQWR�GH�ODV�REOLJDFLRQHV�

GH�ORV�SRGHUHV�S~EOLFRV�HQ�HVWD�PDWHULD���y la ha ejercitado legislativamente promulgando, 
en materia educativa, dos leyes, ambas con la cualidad de Orgánicas por cuanto que 
afectan al desarrollo de un derecho fundamental contenido dentro de la Sección 1ª del 
Capítulo II del Título I de la Carta Magna. La primera, es la LO 8/1985, de 3 de julio, 
reguladora del Derecho a la Educación,  y la segunda es la LO 1/1990, de 3 de octubre, de 
Ordenación general del sistema educativo (en adelante, LOGSE).

Tales disposiciones constituyen legislación básica del Estado y así lo recuerda la 
Exposición de Motivos de la LOGSE, mas no impiden el ejercicio de las competencias por 
parte de las Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias en esta materia 
dentro del respeto al  régimen básico. De esta forma lo expresa: "/D�LJXDOGDG�GH�WRGRV�ORV�

HVSDxROHV�DQWH�HO�FRQWHQLGR�HVHQFLDO�GHO�UHIHULGR�GHUHFKR��OD�QHFHVLGDG�GH�TXH�ORV�HVWXGLRV�

TXH�FRQGXFHQ�D�OD�REWHQFLyQ�GH�WtWXORV�DFDGpPLFRV�\�SURIHVLRQDOHV�GH�YDOLGH]�JHQHUDO�VH�

DWHQJDQ�D��XQRV�UHTXLVLWRV�PtQLPRV�\�SUHHVWDEOHFLGRV��MXVWLILFDQ�TXH�OD�IRUPDFLyQ�GH�WRGRV�

ORV�DOXPQRV� WHQJD�XQ�FRQWHQLGR� FRP~Q�� \�SDUD�JDUDQWL]DUOR� VH� DWULEX\H� DO� *RELHUQR� OD�

ILMDFLyQ�GH�ODV�HQVHxDQ]DV�PtQLPDV�TXH�FRQVWLWX\HQ�ORV�DVSHFWRV�EiVLFRV�GHO�FXUUtFXOR��$�

VX� YH]� ODV� $GPLQLVWUDFLRQHV� HGXFDWLYDV� FRPSHWHQWHV�� UHVSHWDQGR� WDOHV� HQVHxDQ]DV�

PtQLPDV�� HVWDEOHFHUiQ� HO� FXUUtFXOR� GH� ORV� GLVWLQWRV� QLYHOHV�� HWDSDV�� FLFORV�� JUDGRV� \�

PRGDOLGDGHV�GHO�VLVWHPD�HGXFDWLYR��/D�OH\�HQFXHQWUD�VX�IXQGDPHQWR�HQ�OD�LJXDOGDG�DQWH�HO�
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FRQWHQLGR� HVHQFLDO� GHO� GHUHFKR� D� OD� HGXFDFLyQ� DVt� FRPR� HQ� ODV� FRPSHWHQFLDV� TXH� OD�

&RQVWLWXFLyQ�(VSDxROD�DWULEX\H�DO�(VWDGR��VLQJXODUPHQWH�HQ�ORV�DSDUWDGRV�����������\������

GHO�DUWtFXOR�����GH�OD�PLVPD��,JXDOPHQWH�IDYRUHFH�\�SRVLELOLWD��FRQ�LGpQWLFR�UHVSHWR�D�ODV�

FRPSHWHQFLDV�DXWRQyPLFDV��XQ�DPSOLR�\�ULFR�HMHUFLFLR�GH�ODV�PLVPDV��

Dentro de este marco de la legislación básica del Estado, se dictaron, en el ámbito 
estatal, varias disposiciones reglamentarias relativas a enseñanzas mínimas y currículo del 
Bachillerato, y así hemos de traer a colación las siguientes:

- Real Decreto 1700/1991, de 29 noviembre, por el que se aprueba la estructura del 
Bachillerato.
- Real Decreto 1179/1992, de 2 de octubre, por el que se establece el currículo del 
Bachillerato.
- Real Decreto 3474/2000, de 29 de diciembre, que modifica el Real Decreto 1700/1991, 
de 29-11-1991, que establece la estructura y el Real Decreto 1178/1992, de 2-10-1992, que 
establece las enseñanzas mínimas.
- Real Decreto 938/2001, de 3 de agosto, que modifica el Real Decreto 1179/1992, de 
2-10-1992, que establece el currículo.

La Comunidad Autónoma de La Rioja ostenta competencias en materia educativa 
desde que el artículo 12 de su Estatuto de Autonomía fue reformado por LO 3/1994, de 24 
de marzo, si bien esta competencia aparece ahora recogida en su artículo 10 tras la reforma 
operada por LO 2/1999, de 7 de enero, a cuyo tenor: 

"&RUUHVSRQGH�D�OD�&RPXQLGDG�$XWyQRPD�OD�FRPSHWHQFLD�GH�GHVDUUROOR�OHJLVODWLYR�\�

HMHFXFLyQ� GH� OD� HQVHxDQ]D� HQ� WRGD� VX� H[WHQVLyQ�� QLYHOHV� \� JUDGRV�� PRGDOLGDGHV� \�

HVSHFLDOLGDGHV��GH�DFXHUGR�FRQ� OR�GLVSXHVWR�HQ�HO�DUWLFXOR����GH� OD�&RQVWLWXFLyQ�\� OH\HV�

RUJiQLFDV�TXH�FRQIRUPH�DO�DSDUWDGR���GHO�DUWtFXOR����GH� OD�PLVPD� OR�GHVDUUROOHQ� \� VLQ�

SHUMXLFLR� GH� ODV� IDFXOWDGHV� TXH� DWULEX\H� DO� (VWDGR� HO� Q~PHUR� ��� GHO� DSDUWDGR� �� GHO�

DUWtFXOR�����\�GH�OD�DOWD�LQVSHFFLyQ�SDUD�VX�FXPSOLPLHQWR�\�JDUDQWtD��

No obstante, el traspaso de funciones y servicios del Estado en esta materia no se 
hizo efectivo hasta el 1 de enero de 1999, en virtud y en los términos del RD 1826/1988, 
de 28 de agosto. 

Ahora bien, habida cuenta de que, como hemos señalado en diversos dictámenes, los 
Reales Decretos de traspasos carecen de virtualidad para transferir competencias puesto 
que las mismas solo derivan del bloque de la constitucionalidad, y de forma especial del 
Estatuto de Autonomía, hemos de concluir que la Comunidad Autónoma de La Rioja 
ostenta título competencial suficiente para reglamentar el currículo del Bachillerato.

.

&XDUWR

6REUH�HO�UDQJR�UHJODPHQWDULR�GH�OD�QRUPD�SUR\HFWDGD

Una vez aclarada la competencia autonómica de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja para regular la materia que nos ocupa dentro del marco de la legislación básica del 
Estado, es preciso indagar sobre la suficiencia de rango de la norma sometida a consulta.
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A este respecto es claro que, teniendo la Comunidad Autónoma de La Rioja, con 
arreglo al artículo 10.1 del Estatuto de Autonomía, competencia para el desarrollo 
legislativo en materia del régimen educativo de enseñanzas no universitarias, nada se 
impone con carácter general en la norma estatutaria ni en el resto del bloque de 
constitucionalidad sobre el rango que deba tener la normación en que la Comunidad 
Autónoma desee plasmar dicho desarrollo normativo. Todo ello se entiende sin perjuicio 
de la observancia de las reservas de rango de ley que sean impuestas por alguna norma 
integrada en el referido bloque de constitucionalidad con carácter concreto para la 
regulación de ciertas materias, y singularmente, para las que atañen a la libertad de 
enseñanza, expresamente reservada a ley orgánica.

El artículo 4.3º LOGSE, a tal efecto prevé que, "/DV�$GPLQLVWUDFLRQHV�HGXFDWLYDV�

FRPSHWHQWHV� HVWDEOHFHUiQ� HO� FXUUtFXOR� GH� ORV� GLVWLQWRV� QLYHOHV�� HWDSDV�� FLFORV�� JUDGRV� \�

PRGDOLGDGHV�GHO�VLVWHPD�HGXFDWLYR��GHO�TXH�IRUPDUiQ�SDUWH��HQ�WRGR�FDVR��ODV�HQVHxDQ]DV�

PtQLPDV" y tratándose de una cuestión de orden eminentemente técnico, se ha de afirmar la 
suficiencia de rango de la norma proyectada y sometida a consulta

4XLQWR

2EVHUYDFLRQHV�FRQFUHWDV�DO�WH[WR�GH�OD�QRUPD�SUR\HFWDGD

Analizados los aspectos relativos a la competencia, rango y cobertura legal del 
proyecto, procede que nos adentremos en su contenido, si bien advirtiendo que nos hemos 
de ceñir exclusivamente al estudio del articulado de la norma, considerando que los 
proyectos curriculares vertebrados por asignaturas a impartir en cada uno de los cursos de 
Bachillerato, así como sus modalidades y, en su caso, los objetivos a alcanzar, contenidos 
y criterios de evaluación, constituyen cuestiones de orden técnico-educativo que se 
escapan del control de legalidad reservado a este Órgano Consultivo.

La legalidad de la parte articulada de la norma ha de enjuiciarse bajo el prisma de la 
normativa básica del Estado, reseñada anteriormente, en especial teniendo en 
consideración los artículos 25 a 29 LOGSE, y el Real Decreto 1178/1992, de 2 de octubre, 
que establece las enseñanzas mínimas del Bachillerato.

En todo caso, el proyecto de norma reglamentaria ha de respetar lo preceptuado en la 
disposición reglamentaria estatal que recoge el contenido de las enseñanzas mínimas del 
Bachillerato. 

No hemos de olvidar que el establecimiento de las enseñanzas mínimas del 
Bachillerato, en sus materias comunes y en las materias propias de cada modalidad, 
constituye uno de los aspectos de la normativa básica del Estado nuestra Comunidad 



11

Autónoma en el proyecto reglamentario que se informa. Esta regulación debe hacerse para 
los distintos elementos del currículo que el artículo 4 LOGSE  define como aspectos 
básicos del mismo. Consecuentemente, el Real Decreto 1178/1992 es el que establece, en 
sendos anexos, los objetivos, contenidos mínimos y criterios de evaluación para las 
materias comunes y para las propias de cada modalidad del Bachillerato, y el 
correspondiente horario mínimo para su impartición.

Las enseñanzas mínimas han de asegurar que se cumplan las finalidades educativas 
que la Ley ha asignado al Bachillerato: favorecer la madurez intelectual y humana de los 
alumnos, así como los conocimientos y habilidades que les permitan desempeñar sus 
funciones sociales con responsabilidad y competencia  y prepararles, en fin, para estudios 
posteriores, sean universitarios, sean de naturaleza profesional. Estas finalidades han de 
estar presentes de forma equilibrada en el Bachillerato que también ha de atender 
debidamente a las distintas vías que se abren al estudiante al acabarlo: los estudios 
universitarios y otros estudios superiores, o la incorporación a la vida activa; y que, por 
ende, han de ser respetadas por la norma reglamentaria en tramitación por la Consejería 
consultante.

Sobre el articulado en cuestión, este Consejo Consultivo advierte las siguientes 
precisiones:

�$UWtFXOR����,QFRUSRUDFLyQ�

La incorporación a los estudios del Bachillerato, constituye un aspecto esencial 
dentro del concepto de la normativa básica que queda reservada al Estado, pues es éste 
quien ha de garantizar una igualdad básica en lo referente a los requisitos o condiciones 
que han de reunirse, para acceder a los estudios de Bachillerato, congruentes e iguales en 
todo el territorio español.

Si bien el precepto comentado hunde sus raíces, en esencia, en lo preceptuado en 
los artículos 25.2º y 35.3º LOGSE, añade otros supuestos en los que se posibilita al 
alumnado el acceso a los estudios de Bachillerato, que no encuentran parangón en la 
normativa básica estatal.

Por ello, se aconseja que, si se desea mantener este precepto, bajo la rúbrica 
"incorporación", se ajuste su redacción  a la legalidad contenida en la LOGSE con especial 
recordatorio a los preceptos de la misma. 
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�$UWtFXOR����3URPRFLyQ�\�UHSHWLFLyQ�GH�FXUVR

También se han de entender comprendidas en el término de régimen básico de 
común aplicación en todo el territorio nacional  las condiciones para la promoción del 
primer al segundo curso de Bachiller y, en su caso, los supuestos en que se ha de proceder 
a la repetición de curso.

En este sentido, resultaría conveniente añadir al precepto otro párrafo con un 
contenido que respete el artículo 10.2º del Real Decreto 1178/1992, de 2 de octubre, cuyo 
tenor literal afirma: "/RV�DOXPQRV�TXH�QR�SURPRFLRQHQ�D�VHJXQGR�FXUVR�SRU�KDEHU�WHQLGR�

XQD� HYDOXDFLyQ� QHJDWLYD� HQ� PiV� GH� GRV� PDWHULDV� GHEHUiQ� FXUVDU� GH� QXHYR� WRGDV� ODV�

PDWHULDV�GH�SULPHUR��

El resto del precepto se considera ajustado a la normativa básica estatal.

&21&/86,21(6

3ULPHUD

La Comunidad Autónoma de La Rioja  tiene competencia para dictar la norma 
proyectada.

6HJXQGD

El proyecto de Decreto es conforme con el ordenamiento jurídico, tanto en sus 
aspectos procedimentales como en los sustantivos, sin perjuicio de las dos observaciones 
advertidas en el Fundamento de Derecho Quinto del presente Dictamen.

Este es nuestro dictamen que pronunciamos, emitimos y firmamos en el lugar y 
fecha del encabezamiento.




